
QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 

CRÉDITO, A CARGO DEL DIPUTADO MARIO ALBERTO RODRÍGUEZ CARRILLO, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

El que suscribe, Mario Alberto Rodríguez Carrillo, diputado federal de la LXIV Legislatura, en el 
nombre del Grupo Parlamentario del Movimiento Ciudadano, en ejercicio de la facultad que otorga 

el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los 

artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión, somete a consideración de este pleno la presente iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de 

Crédito, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos especifica que todos los 

tratados celebrados por el presidente de la República, con aprobación del senado, pasarán a formar 
parte de la Ley Suprema de toda la Unión. Al mismo tiempo, en su artículo 1, párrafo segundo, se 

especifica que “las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 

Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo momento a las 

personas la protección más amplia.”1 

Adicionalmente, la sentencia del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que resuelve la 
contradicción de tesis 293/2011 establece criterios sobre cómo interpretar la Constitución junto con 

los tratados internacionales como fuentes de Ley Suprema. En dicha sentencia, se establece que ambas 

fuentes de derecho están en el mismo nivel de jerarquía, pero que a la hora de resolver un caso, se 

debe tomar de entre ambas fuentes de ley suprema la norma que resulte más protectora. 

El 13 de diciembre de 2006, el presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Felipe de Jesús Calderón 

Hinojosa, ratificó la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo 

Facultativo, presentada ante la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU). 

Dicha Convención fue aprobada por la Cámara de Senadores del honorable Congreso de la Unión el 
27 de septiembre de 2007, y fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de mayo de 2008 

para entrar en vigor el día siguiente.2 

El artículo 12, fracción 5, de dicha convención especifica lo siguiente: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados parte tomarán todas las medidas 

que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las personas con discapacidad, en 
igualdad de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, controlar sus propios 

asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, 

hipotecas y otras modalidades de crédito financiero. [...]” 

El 17 de julio de 1980, el presidente de los Estados Unidos Mexicanos, José López Portillo y Pacheco, 

ratificó la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 
presentada ante la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU). Dicha 

Convención fue aprobada por la Cámara de Senadores del honorable Congreso de la Unión el 18 de 

diciembre de 1980, y fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 1981.3 

El artículo 13 de dicha convención especifica lo siguiente: 



“Los Estados parte adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra 

la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin de asegurar, en condiciones de igualdad 

entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular: 

[...] 

b. El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de crédito financiero” 

Expuesto lo anterior, queda claro que a raíz de la ratificación de las dos convenciones anteriormente 

mencionadas, la Ley Suprema Nacional exige a las instituciones de banca múltiple, de desarrollo, y 

a toda persona o institución que preste servicios financieros, que no discriminen a las personas por 

motivo de su género o discapacidad, y es necesario que las leyes secundarias nacionales reflejen dicho 
cambio en la legislación suprema, con el fin de que éstas armonicen con las Convenciones 

anteriormente mencionadas; en particular, la Ley de Instituciones de Crédito. 

Con el fin de llevar a cabo lo anterior, hemos identificado que será necesario hacer los siguientes 

cambios a las leyes secundarias nacionales: 

• En la Ley de Instituciones de Crédito añadiremos disposiciones orientadas a establecer que, en 
igualdad de condiciones con las personas con capacidades normales, a ninguna persona 

discapacitada se le podrá negar por motivo de su condición el acceso a todos los productos, 

servicios e instrumentos financieros y de crédito que ofrezcan las instituciones de crédito. 

• La misma garantía de igual acceso a los servicios financieros anteriormente mencionada deberá 

ser garantizada para las personas de cualquier género, en igualdad de condiciones con todas las 

demás. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de esta honorable asamblea la siguiente 

iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito 

Único. Se adiciona un artículo 44 Bis 6 y un párrafo al artículo 46 a la Ley de Instituciones de 

Crédito para quedar como se especifica a continuación: 

“Artículo 44 Bis 6.- Las instituciones de banca de desarrollo deberán garantizar el acceso de las 

personas discapacitadas, en igualdad de condiciones con las demás, a tener acceso a sus productos y 
servicios financieros, así como a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito 

financiero. Bajo ningún motivo podrá negársele el acceso a dichos productos y servicios a una persona 

discapacitada por motivo de su condición.” 

Artículo 46 . [...] 

[...] 

[...] 

“Las instituciones de crédito deberán garantizar en todo momento el acceso de las personas 

discapacitadas y de cualquier género, en igualdad de condiciones con las demás, a todos los servicios 



descritos en el presente artículo. Bajo ningún motivo se podrá discriminar o negársele el acceso a 

dichos productos y servicios a cualquier persona por motivo de su género o discapacidad.” 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
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